
A un año del 19-S: 
responsabilidades 
derivadas de los sismos
Antonio Alvarado Guerrero

H a pasado casi un año desde el sismo del 19 de 
septiembre (19-S), en donde miles de personas 
resultaron afectadas en su patrimonio y otras, desa-
fortunadamente, perdieron la vida. En la Ciudad de 
México fallecieron 228 personas, en Morelos 74, en 
Puebla 45, en el Estado de México 15, seis en Guerre-
ro, en Oaxaca se reportó un fallecido1 y en algunas 
otras entidades como Tlaxcala las cifras ofi ciales se 
desconocen. Debido a la magnitud de la tragedia, 
consideramos importante revisar las acciones em-
prendidas para resolver la problemática generada 
por estos sucesos. Centramos nuestra revisión en 
las herramientas normativas previas y posteriores 
al sismo del 19 de septiembre de 2017, que en mayor 
o menor medida pueden corregir y prevenir la pér-
dida de vidas, hogares, edifi cios públicos, escuelas 
o centros de trabajo. 

El balance del sismo del 19-S en la Ciudad de Mé-
xico identifi ca cientos de pérdidas humanas y el 
sufrimiento de sus familias y allegados, edifi cios 
colapsados, cientos de ellos catalogados en riesgo 
alto por daño estructural y tragedias desproporcio-
nadas como la ocurrida en el edifi cio ubicado en 
Álvaro Obregón 286, en la delegación Cuauhtémoc, 
en el multifamiliar de la Calzada de Tlalpan, así co-
mo en el Tecnológico de Monterrey y en el Colegio 
Enrique Rébsamen, por mencionar algunos inmue-
bles que presentaron diversos daños al no cumplir 
con la normatividad en materia de construcción, 
poniendo en riesgo la seguridad de sus usuarios.

Este artículo busca dar seguimiento a las publi-
caciones anteriores de Impunidad Cero sobre el 
tema,2 en las cuales se trazan los pasos a seguir 
por parte de las personas afectadas por el sismo 

A un año del más reciente terremoto que lastimó a 
la Ciudad de México, con esta investigación el au-
tor da continuidad a sus publicaciones anterio-
res sobre el tema y presenta una evaluación que va 
desde el régimen jurídico de las propiedades afec-
tadas, hasta identifi car algunas de las responsa-
bilidades derivadas de estos acontecimientos.
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Como segundo paso, consideramos necesario 
abordar el tema a partir de la identifi cación de las 
responsabilidades atribuibles a dichos actores. Pa-
ra realizar este ejercicio primero es necesario sa-
ber ¿qué es la responsabilidad?, ¿dónde empieza 
y cómo se defi ne? Al respecto, conviene señalar 
que el término responsabilidad proviene del latín 
responsum (responder) y abilitatem (capacidad de 
o conveniencia para).4 Por lo anterior, podemos 
decir que, etimológicamente, la responsabilidad 
es la habilidad de responder y de cumplir con obli-
gaciones. En nuestro concepto, la responsabilidad 
abarca dos acepciones, la primera de ellas en el sen-
tido de cumplir con un compromiso, obligación o 
labor previamente adquiridos o encomendados, y la 
segunda relacionada con enmendar o corregir los 
errores o las omisiones y sus consecuencias, por 
incumplimiento o infracción de las obligaciones 
o labores descritas. 

En el sistema jurídico mexicano existen nume-
rosas defi niciones y tipos de responsabilidad, por 
lo que analizar cada una de ellas sería materia de un 
artículo distinto. No obstante, con el objeto de iden-
tifi car este concepto en las ramas del derecho que 
convergen en la presente investigación, es indis-
pensable que expliquemos los tipos de responsabili-
dad que surgen como consecuencia de las pérdidas 
humanas y los daños en las construcciones produ-
cidas por el sismo del 19-S. Por ello, resulta funda-
mental entender qué tipo de responsabilidad es la 
que queremos identifi car y, en su caso, indicar las 
sanciones correspondientes a los responsables de 
las pérdidas materiales y humanas generadas como 
consecuencia de las construcciones colapsadas y se-
riamente dañadas. Colapsos o daños que, aunque es 
casi imposible evitar, al enfrentarnos a fenómenos 
de escala sísmica, en algunos casos más que conse-
cuencias de un fenómeno natural fueron resultado 
de distintas negligencias por parte de autoridades 
y particulares que, de no haber existido, hubieran 
generado un número menor de víctimas.

En el derecho civil, que a grandes rasgos es el 
encargado de regular las relaciones entre particu-
lares, tenemos dos tipos de responsabilidades: a) la 
responsabilidad civil que, de acuerdo con Rafael de 
Pina Vara,5 es la obligación que tiene una persona 
determinada de reparar el daño que ha causado a 
otra y b) la responsabilidad concurrente, la cual de-
fi ne el mismo autor como aquella responsabilidad 
que comparten las personas, es decir, la que provo-
ca un daño y la que recibe dicho daño.

 Por su parte, en el derecho administrativo, 
encargado de regular la correcta actuación en la 

del 19-S en la Ciudad de México, a fi n de poder 
contar con las herramientas necesarias para sa-
ber qué acciones tomar. En dichos artículos, uno 
de los puntos identifi cados fue la necesidad que 
tienen los propietarios de un inmueble en condo-
minio de contratar una póliza que cubriera daños 
por sismo. Esto fue el primer paso a revisar, pues 
la mayoría de las viviendas afectadas por el sis-
mo en la Ciudad de México fueron propiedades en 
condominio.3 En un segundo paso, identifi camos 
el régimen jurídico de las propiedades afectadas e 
hicimos notar la importancia de la participación 
de la sociedad y de las autoridades para enfrentar 
el tema. Para ello, propusimos la intervención de 
especialistas en estudio de mecánica de suelos, en 
seguridad estructural y en instalaciones, así como 
de fi nancieros inmobiliarios, como apoyo en la 
decisión de los afectados para determinar si re-
habilitar su vivienda o demolerla y reconstruirla. 
Por último, identifi camos algunas de las respon-
sabilidades derivadas de los acontecimientos del 
19-S generadas por el incumplimiento a la norma-
tividad, sobre lo cual abundaremos de manera más 
extensa en esta ocasión.

Además de lo anterior, se propuso considerar el 
sismo del 19-S y sismos anteriores, a fi n de mejorar 
la normatividad y generar una cultura sísmica que 
permita prevenir daños en los próximos temblores, 
pues es un hecho que gran parte del territorio na-
cional se integra por zonas sísmicas de alto riesgo 
que requieren toda nuestra atención para evitar 
tragedias. Para dar continuidad a nuestro análi-
sis y contribuir a dar respuesta a los daños oca-
sionados por los sismos, en esta entrega se aborda 
el problema de las construcciones dañadas o co-
lapsadas desde el punto de vista legal, analizando 
las responsabilidades de los actores involucrados, 
así como una serie de reformas respecto a normas 
relacionadas con el tema de la construcción en la 
Ciudad de México.

Actores y responsabilidades
Como primer paso, conviene analizar algunas ac-
ciones u omisiones por parte de los actores involu-
crados en todo proceso de construcción, a quienes 
identifi camos como: 1) las autoridades, 2) los auxi-
liares de la autoridad y 3) la sociedad representada 
por los constructores y cualquier persona que po-
sea un inmueble (propietarios, poseedores o arren-
datarios). Es importante considerar estos actores 
relevantes para identifi car el problema y defi nir 
cómo se pueden resolver y prevenir afectaciones 
en los próximos sismos.
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Responsabilidad de las autoridades
La explicación del término responsabilidad que 
planteamos anteriormente aplicada a los funcio-
narios públicos presenta dos acepciones. Una es 
precisamente el conjunto de facultades, labores, 
encargos y obligaciones determinadas por la ley pa-
ra que el funcionario público se desempeñe correc-
tamente en su cargo, y la otra es la consecuencia 
del desempeño irregular del funcionario público, 
con infracción a cualquier norma que generará su 
responsabilidad administrativa, civil o penal. Las 
responsabilidades de los funcionarios públicos en 
estas dos acepciones se encuentran establecidas 
en la ley y en el siguiente apartado expondremos 
cómo deben actuar las autoridades responsables 
ante la sociedad a consecuencia de los sismos del 
19-S, en función de su labor o encargo.

Jefe de gobierno y Asamblea Legislativa. Por 
orden jerárquico, podemos identificar las obliga-
ciones del jefe de gobierno y de la Asamblea Le-
gislativa de la Ciudad de México, facultados para 
emitir disposiciones legales con el objeto de par-
ticipar junto con otras autoridades y la sociedad, 
en la solución de los problemas derivados de los 
sismos. En materia de construcción y desarrollo 
sustentable de la Ciudad de México, el jefe de go-
bierno tiene la obligación de presentar a la Asam-
blea de Representantes de la Ciudad de México el 
Plan General de Desarrollo de la Ciudad, elabora-
do por el Instituto de Planeación Democrática y 
Prospectiva de la Ciudad de México, que a su vez 
deberá crear el Programa General de Ordenamien-
to Territorial, para regular la transformación de la 
ciudad y fomentar su desarrollo sustentable. Sin 
embargo, dicho instituto al día de hoy no ha sido 
creado.7 La importancia de este plan radica en que 
los usos de suelo, las características de vivienda 
por número de niveles, los tipos de construcciones 
y demás detalles podrán ser revisados y definidos 
nuevamente, en el plan, para mejorar nuestra cul-
tura sísmica y garantizar una ciudad más segura en 
el ámbito de las construcciones nuevas y de aque-
llas ya existentes. 

Secretaría del Medio Ambiente. Trabaja para 
proteger el entorno ambiental y promover el de-
sarrollo sustentable del medio ambiente urbano. 
En materia de construcciones y demoliciones, esta 
secretaría interviene en la planeación urbana de 
la Ciudad de México porque conserva y protege el 
medio ambiente mediante la autorización de ma-
nifestaciones de impacto ambiental.8 En materia de 

administración pública y el desempeño de sus fun-
cionarios, nos encontramos con la responsabilidad 
disciplinaria que, siguiendo con la definición de De 
Pina Vara, es aquella en la que los responsables son 
los funcionarios o empleados públicos que tienen 
la obligación de responder por las infracciones que 
cometan dentro del ejercicio de sus funciones.6

 El derecho penal es aquel que establece las nor-
mas con las que el Estado regula su potestad pu-
nitiva, es decir, la forma en que va a sancionar a 
las personas por conductas que afecten derechos 
fundamentales como la vida o la integridad física. 
En este sentido, esta rama del derecho define la 
responsabilidad como el resultado que se genera 
por la conducta o falta de conducta por parte de 
una persona en contra de otra (víctima), provocan-
do un daño a esta última en sus bienes o derechos 
jurídicos fundamentales.

Por último, encontramos la responsabilidad por 
parte del Estado. El Estado tiene la responsabilidad 
y el deber de garantizar que todos los derechos de 
una persona se respeten. En este sentido, de acuer-
do con el artículo cuarto constitucional, toda perso-
na tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna. 
Por su parte, el derecho humano a una vivienda es 
reconocido en el artículo 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 
Organización de las Naciones Unidas y en el artícu-
lo 26 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, de los cuales México forma parte. Lo an-
terior, respecto a las viviendas afectadas por el 19-S.  

A su vez, en lo que se refiere a otro tipo de inmue-
bles que no son viviendas, el Estado tiene la obliga-
ción de velar por la seguridad de las construcciones 
nuevas y existentes y de responder por los daños 
y perjuicios cuando sus empleados y servidores 
públicos, en el ejercicio de sus funciones, afecten 
de una u otra forma derechos fundamentales. Lo 
anterior, de acuerdo con lo establecido por el artí-
culo 1927 del Código Civil para el Distrito Federal.

A partir de los conceptos de responsabilidad ex-
puestos y con la intención de establecer quiénes 
son los involucrados en el tema, identificamos las 
obligaciones y responsabilidades relevantes de los 
actores mencionados, que surgen a consecuencia 
de los sismos que ocurren en la Ciudad de Méxi-
co, con el objeto de distribuir de una forma clara y 
ordenada la tarea y los retos a vencer por parte de 
cada actor. La identificación y distribución orde-
nada de obligaciones dará como resultado que se 
enriquezca nuestra cultura sísmica, lo cual permi-
tirá enfrentar con certeza los daños a las construc-
ciones y prevenir la pérdida de vidas. 
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la normatividad de la materia,10 entre otras dispo-
siciones que apliquen al caso concreto y la inter-
vención de otras autoridades. 

A su vez, las delegaciones son auxiliadas por el 
Instituto de Verificación Administrativa del Distri-
to Federal (Invea),11 el cual se encarga de verificar 
que se cumpla con la normatividad en materia de 
construcción, protección civil y demás disposicio-
nes aplicables durante el desarrollo de las obras 
en proceso de construcción. Normalmente, la in-
tervención del Invea se genera como consecuen-
cia de denuncias ciudadanas o de forma oficiosa 
ante irregularidades evidentes por su trascenden-
cia o importancia, por ejemplo en la ubicación de 
construcciones irregulares en la Ciudad de México 
que presentan niveles excedentes, para que sean 
demolidos.12

En las visitas de verificación a las construccio-
nes, se pueden encontrar anomalías o incumpli-
mientos a la normatividad que no representen un 
peligro inminente para la sociedad, como la falta de 
uso de casco en los trabajadores o de señalizacio-
nes de emergencia. En estos casos, las anomalías 
se hacen del conocimiento de la autoridad delega-
cional y se inicia un procedimiento administrativo 
ante cualquiera de estas dos dependencias, con el 
objeto de sancionar y otorgar un determinado plazo 
al constructor o propietario para que las subsane, 
independientemente de las multas o sanciones que 
correspondan por el incumplimiento a la norma-
tividad aplicable.

Si en las visitas de verificación se identifica un 
riesgo inminente para la sociedad, el Invea central o 
la delegación se encuentran obligados a suspender 
o clausurar temporalmente la obra e iniciar el proce-
dimiento administrativo que puede concluir con la 
clausura total y definitiva, revocación de manifesta-
ción de construcción u orden de demolición, según 
sea el caso. Si de las visitas de verificación interme-
dias no se desprende motivo suficiente para que la 
obra en proceso de construcción sea suspendida 
o clausurada, ésta continúa hasta su conclusión. 
Cuando la obra se termina, la autoridad delegacio-
nal tiene la obligación de realizar una visita para 
verificar la coincidencia de la obra construida con 
lo manifestado y otorgar la correspondiente auto-
rización de uso y ocupación.

Con lo anterior, podemos decir que las autorida-
des competentes en materia de construcción tie-
nen la facultad de verificar las obras en proceso de 
edificación, desde el momento en que son planea-
das, durante su construcción y cuando ésta conclu-
ye. El Invea central o delegacional puede continuar 

construcciones y demoliciones voluntarias o deri-
vadas de los daños ocasionados por los sismos, se 
encarga de analizar y en su caso otorgar los permi-
sos correspondientes para podar o derribar árboles, 
así como de asegurar la reforestación o sustitución 
de aquellos árboles que deben ser derribados ine-
vitablemente por representar algún peligro para 
la sociedad. 

Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
(Seduvi). Es la dependencia encargada de diseñar, 
coordinar y aplicar la política urbana de la Ciudad 
de México. La planeación urbana de la ciudad in-
cluye la orientación de su crecimiento, la recupera-
ción de espacios públicos, la reactivación de zonas 
en desuso, la protección y conservación del pai-
saje urbano y la promoción de la construcción de 
vivienda social autosustentable.9 Seduvi tiene la 
obligación de proponer y vigilar el cumplimiento 
de las normas y los criterios que regulan la trami-
tación de permisos, autorizaciones y licencias pre-
vistas en la Ley de Desarrollo Urbano de la Ciudad 
de México, así como las relativas al uso de suelo. De 
igual forma, debe revisar y determinar los estudios 
de impacto urbano y expedir o revocar certifica-
dos de uso de suelo que identifiquen la superfi-
cie autorizada para construir en cada predio de la 
Ciudad de México, así como su número de niveles. 

Asimismo, según lo dispuesto por el Reglamento 
de Construcciones para el Distrito Federal, corres-
ponde a dicha secretaría vigilar y coordinar a los 
auxiliares de la administración pública (directores 
responsables de obra y corresponsables de segu-
ridad estructural), quienes le apoyan en la enco-
mienda específica de ordenar y hacer valer en la 
obra la observancia de la ley. En este punto, es im-
portante señalar que, si bien la secretaría se apoya 
en estos auxiliares para cumplir sus fines de vigi-
lancia en la seguridad de las obras, construcciones 
o edificaciones, no delega ni se desvincula de for-
ma alguna de la responsabilidad a su cargo, ya que 
es precisamente el Estado quien tiene la obligación 
de garantizar la seguridad de todos los inmuebles 
y sus habitantes. 

 
Delegaciones políticas e Instituto de Verifi-
cación Administrativa (Invea). En materia de 
construcción, el primer órgano de contacto son 
las delegaciones políticas que forman parte de la 
Ciudad de México y sus autoridades se encargan 
de recibir y autorizar manifestaciones de cons-
trucción (licencias de construcción), las cuales 
deben cumplir con los requisitos establecidos en 
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 Para el caso de proyectos de cambio de uso de 
suelo el instituto, además de revisar la seguridad 
estructural de dicho proyecto y de su edifi cación, 
emite el dictamen técnico correspondiente, que 
incluirá las medidas que deberá cumplir el pro-
pietario o poseedor para garantizar la seguridad 
del inmueble, así como la vida y seguridad de los 
usuarios.

En su segunda acepción, relacionada con los di-
rectores responsables de obra y corresponsables, 
originalmente era competencia del instituto llevar 
a cabo los procesos de admisión, capacitación y 
evaluación de estos actores, así como expedir sus 
carnets y control de responsivas, registrar y actua-
lizar expedientes, determinar el pago de aranceles 
u honorarios, registrar los contratos de prestación 
de servicios que celebraban con los constructores 
para cuidar que las cargas de trabajo no rebasaran 
su capacidad de desempeño y publicitar su activi-
dad en materia de seguridad estructural. A su vez, 
supervisaba y evaluaba el desempeño de los direc-
tores responsables de obra y corresponsables, en 
materia de seguridad estructural, durante los pro-
yectos, la edifi cación de la obra, su terminación, su 
uso y ocupación, aplicando las sanciones corres-
pondientes en caso de irregularidades.19

El instituto también estaba encargado de crear 
los criterios de selección y contratación de los 
funcionarios encargados de revisar y verifi car el 
cumplimiento de las normas en materia de segu-
ridad estructural. Al respecto, las funciones que 
tenían relación directa entre el instituto y los di-
rectores responsables de obra y corresponsables, 
fueron asumidas por la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, de acuerdo con lo establecido 
en el decreto de fecha 17 de junio de 2016, el cual 
modifi có disposiciones de la Ley de Desarrollo 
Urbano y Vivienda del Distrito Federal, hoy Ciu-
dad de México.

su labor de verifi cación incluso con después de que 
las obras son terminadas, ya que sus propietarios 
se encuentran obligados a la renovación de la cons-
tancia de seguridad estructural13 cada cinco años.14 
Estas disposiciones se implementaron mediante 
una reforma al Reglamento de Construcciones pa-
ra el Distrito Federal, publicada en la Gaceta Ofi cial 
de La Ciudad de México el 16 de junio de 2016.

 
 Instituto para la Seguridad de las Construc-
ciones del Distrito Federal. Es un organismo 
descentralizado de la administración pública del 
Distrito Federal, que cuenta con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios, así como con atribuciones 
específi cas en materia de seguridad estructural.15 
Dentro de sus funciones existen dos acepciones: la 
primera se refi ere al sistema de seguridad estruc-
tural de las construcciones16 y la segunda a todo lo 
relativo con los directores responsables de obra y co-
rresponsables, en materia de seguridad estructural.17

 Respecto al sistema de seguridad estructural de 
las construcciones, el instituto establece, vigila y 
evalúa dicho sistema. También establece la crea-
ción de normas técnicas, lineamientos, reglas y cri-
terios18 que permiten dotar a las construcciones 
de mayor seguridad y resistencia ante los sismos 
y deben cumplirse al momento de edifi car cons-
trucciones nuevas. Respecto a las construcciones 
antiguas, su sistema de seguridad estructural debe 
cumplir con lo establecido por las normas técnicas, 
lineamientos, reglas y criterios vigentes al momen-
to en que fueron edifi cadas. La vigilancia, revisión 
y evaluación del sistema de seguridad estructural 
de las construcciones nuevas y existentes, se rea-
liza mediante revisores especialistas con órdenes 
escritas emitidas por el propio instituto o las dele-
gaciones, en especial las de aquellas construccio-
nes que puedan causar graves daños o pérdida de 
vidas humanas en caso de contingencia. 

Para establecer a los involucrados en el tema, identifica-
mos las obligaciones y responsabilidades relevantes  
que surgen a consecuencia de los sismos en la Ciudad  
de México, para distribuir de una forma clara y ordenada 
la tarea y los retos a vencer por parte de cada actor.
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medidas administrativas y legislativas que per-
mitan la más amplia protección de los derechos 
de los afectados por el sismo, a fin de:
…
Adoptar las medidas que permitan fincar res-
ponsabilidades civiles y penales a los cons-
tructores y promotores responsables de 
irregularidades que hayan causado daños y per-
juicios a los habitantes de viviendas derruidas 
por defectos en la construcción.20

De la resolución anterior, entre otras disposiciones 
legales, se emite el Reglamento de Construcciones 
para el Distrito Federal, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 3 de julio de 1987, el cual establece 
las figuras de director responsable de obra (dro) y 
corresponsable en seguridad estructural (cse). Estos 
dos actores son especialistas o peritos en arquitec-
tura y estructuras de inmuebles, auxiliares de las 
autoridades delegacionales que, entre otras cosas, 
se encargan de revisar y avalar los proyectos arqui-
tectónicos y estructurales de las construcciones, 
para asegurar que cumplan con la normatividad vi-
gente en materia de desarrollo urbano y vivienda. 
Su incorrecta intervención constituye una respon-
siva que implica consecuencias administrativas, ci-
viles, penales o cualquier otra que pudiera derivarse 
del desempeño de sus funciones.

Las intervenciones y obligaciones de estos auxi-
liares impactan en el futuro de las construcciones 
y, lo más importante, en las vidas de las personas 
que las habitan. Por lo tanto, pasar por alto algún 
error de proyecto arquitectónico, estructural o des-
empeño ilegal de sus funciones, no sólo generaría 
su destitución e inhabilitación como profesional, 
sino además los obligaría a responder por sus con-
ductas a nivel civil o penal.

En cuanto a la responsabilidad penal de los cons-
tructores, dro y cse, es importante destacar que 
dicha responsabilidad se genera por la realización 
de las siguientes conductas, establecidas en los ca-
pítulos III y VI del Código Penal para el DF, las cua-
les tipifican el fraude y las responsabilidades de 
los dro y cse, respectivamente. Lo anterior, inde-
pendientemente de que las construcciones sean 
para vivienda, comercio, industria o edificios pú-
blicos como hospitales, escuelas y dependencias 
de gobierno:

	 Capítulo III. Fraude
	 Art. 230.- Al que por medio del engaño o apro-

vechando el error en que otro se halle, se haga 
ilícitamente de alguna cosa u obtenga un lucro 

Instituto de Planeación Democrática y Pros-
pectiva de la Ciudad de México. Este instituto 
no ha sido creado, sin embargo, según el artículo 
20 de la Constitución Política de la Ciudad de Mé-
xico, gozará de autonomía técnica y de gestión, per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios. Una vez 
que sea creado, tendrá a su cargo la elaboración y 
el seguimiento del Plan General de Desarrollo y del 
Programa General de Ordenamiento Territorial, ga-
rantizando la participación directa de los sectores 
académicos, culturales, sociales y económicos, con 
las modalidades que establezca la ley. 

Integrará un sistema de información estadística y 
geográfica científico, público, accesible y transparen-
te, y elaborará los diagnósticos y estudios requeridos 
por los procesos de planeación y prospectiva. Ade-
más, realizará dictámenes técnicos para actualizar el 
uso de suelo, conforme a los principios y lineamien-
tos que marque la propia Constitución y las leyes de 
la materia, y participará en la integración de los ins-
trumentos de planeación para la Zona Metropolitana 
del Valle de México, así como en los acuerdos regio-
nales en los que participe la Ciudad de México.

La importancia de que el instituto inicie sus fun-
ciones radica en que los funcionarios y personas 
que participen directa o indirectamente en él, ten-
drán la responsabilidad de establecer qué se puede 
construir en la Ciudad de México y cómo debe ser. 
Lo anterior responde a la necesidad de la sociedad de 
contar con viviendas y construcciones más seguras.

Responsabilidad de los auxiliares de la autoridad: 
directores responsables de obra (dro) y corres-
ponsables en seguridad estructural (cse)
El tema de las responsabilidades legales derivadas 
de los sismos en México alcanzó mayor relevancia 
y atención legislativa a partir del sismo de 1985. Al 
respecto, el 3 de octubre de ese año la Cámara de 
Diputados emitió la siguiente resolución:

Ante la necesidad de reconstruir las zonas afec-
tadas por los recientes fenómenos sísmicos y 
la de dar puntual respuesta a los problemas 
de nuestras ciudades, la Cámara de Diputados 
decide promover y realizar los estudios desti-
nados a legislar en materia de reforma urbana 
integral para asegurar a toda familia, del campo 
y la ciudad, el derecho a una vivienda digna y 
decorosa de conformidad con el artículo 4 de 
la Constitución. 

	 ...
La Cámara de Diputados revisará la legislación 
en materia de arrendamiento y promoverá 
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de construcción, por lo que resultaron dañadas y 
cobraron la vida de miles de personas.22 Al respec-
to, la responsabilidad de prevenir daños y pérdida 
de vidas comienza con la obligación de construir 
inmuebles que cumplan con los requisitos y las 
características establecidas en la normatividad 
aplicable y que dichos inmuebles reciban el man-
tenimiento adecuado y la revisión constante por 
parte de sus propietarios, con el objeto de identifi -
car riesgos estructurales y lograr prevenir inciden-
tes. La sociedad tiene un papel importante en este 
tema, por lo que se recomienda poner atención a 
los riesgos que implican los sismos, cuidando y 
conservando su patrimonio mediante el uso de las 
herramientas que tienen a su alcance, las cuales 
desarrollaremos a continuación.

Intervención por parte de colegios de espe-
cialistas y expertos en diversas áreas. Ante las 
consecuencias de los sismos del 19-S, el papel de 
una sociedad más informada es crucial para evi-
tar mayores consecuencias por los futuros eventos 
de esa naturaleza que se presenten en la Ciudad de 
México. Esto se desprende de la obligación estable-
cida por las normas administrativas en materia de 
construcción, las cuales obligan a toda persona fí-
sica o moral que requiera realizar una construcción 
nueva a cumplir con un proyecto arquitectónico y 
estructural viable, que garantice la solidez y segu-
ridad de éste y a mantenerlo así después de haber 
sido construido. Contar con una sociedad informa-
da sobre sus derechos y responsabilidades como 
propietarios de inmuebles es clave para prevenir 
posibles daños que pudieran ocasionarse por las 
condiciones sismológicas de la Ciudad de México.

Al respecto, la Constitución Política de la Ciudad 
de México otorga el derecho y establece el deber de 
los ciudadanos de participar y proponer iniciativas 
de ley que resuelvan problemas. En este sentido, 
este derecho y deber facultan a los colegios de espe-
cialistas en arquitectura, ciencia sísmica, ingeniería 
y demás disciplinas, a contribuir en la elaboración 
de las normas que se ajusten adecuadamente a di-
chos problemas, para garantizar la protección de 
los derechos de las víctimas de estos fenómenos 
naturales.23

Actualmente se encuentra integrada la Comisión 
para el Estudio y Propuestas de Reformas al Regla-
mento de Construcciones para el Distrito Federal y 
es la obligación del jefe de gobierno y la Asamblea 
Legislativa cumplir con emitir el nuevo Plan Ge-
neral de Desarrollo de la Ciudad.24 Las anteriores 
obligaciones de la autoridad representan el mayor 

indebido en benefi cio propio o de un tercero, 
se le impondrán:

 …
 Art. 231.- Se impondrán las penas previstas en 

el artículo anterior, a quien:
 V. En carácter de fabricante, comerciante, em-

presario, contratista o constructor de una obra, 
suministre o emplee en ésta materiales o rea-
lice construcciones de calidad o cantidad in-
ferior a las estipuladas, si ha recibido el precio 
convenido o parte de él, o no realice las obras 
que amparen la cantidad pagada;

 …
 XVI. Por cualquier forma transmita la propiedad 

o prometa transferir la propiedad de un bien in-
mueble en un conjunto habitacional, comercial 
o mixto, aún sin construirse, en construcción o 
construido a sabiendas de que no exista, según 
corresponda: 

 …
 Capítulo III. Responsabilidad de los directores 

responsables de obra o   corresponsables
   …

 Artículo 329 Bis. Al Director Responsable de Obra 
o Corresponsable de Obra que autorice o permita 
el desarrollo de una construcción, de la que otor-
gó su responsiva, sin apego a la licencia, autori-
zación, permiso, registro o la normativa vigente 
relativa al desarrollo urbano, construcciones, in-
muebles y ordenamiento territorial para el Dis-
trito Federal, se le impondrán de cuatro a seis 
años seis meses de prisión y de mil a diez mil 
días de multa, así como suspensión para des-
empeñar profesión u ofi cio hasta por un periodo 
igual a la pena de prisión impuesta. 

Respecto al reglamento de 1987 y las consecuen-
cias por contravenir sus disposiciones, la autoridad 
tiene la facultad de autorizar la demolición, multa 
y clausura de la obra, con independencia de apli-
car las responsabilidades administrativas, civiles 
o penales tanto de los constructores como de los 
dro y cse.21 Con lo anterior, podemos establecer 
que, en México, los sismos han sido la causa de 
trascendentales modifi caciones a la normatividad 
en materia de construcciones.

Responsabilidad de la sociedad: constructores, 
propietarios de inmuebles y demás ciudadanos
Las experiencias de los sismos de 1985 y 2017 mos-
traron que algunas de las construcciones nuevas 
no cumplieron, al momento de su edifi cación o re-
modelación, con las normas aplicables en materia 
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a fin de realizar la demolición de la obra, cuyos gas-
tos serán cubiertos por el constructor.29 Como se 
mencionó, los propietarios o poseedores de cons-
trucciones que no son nuevas, se encuentran obli-
gados a mantener y prevenir cualquier riesgo en su 
propiedad que pueda cobrar vidas o causar daños 
materiales. Este mantenimiento necesario lo po-
demos ejemplificar con la obligación de contar con 
una constancia de seguridad estructural que debe 
ser renovada cada cinco años.

Resumen de responsabilidades
Las autoridades involucradas en el proceso de au-
torización de manifestaciones de construcción o 
encargadas de la conformidad de las obras termi-
nadas, aquellas cuya función consiste en verificar 
la seguridad estructural de las mismas, así como 
los auxiliares de la administración pública (dro y 
cse), pueden incurrir en responsabilidad de acuer-
do con los supuestos que se señalan en el Cuadro 1.

¿Con qué elementos cuenta la sociedad para hacer 
frente a las construcciones irregulares?
Constitución y ejecución de fianzas. Con el 
propósito de garantizar la reparación o el pago de 
los daños y perjuicios producidos por sismos en las 
construcciones nuevas o defectuosas, así como en 
las que no cumplen con los requisitos establecidos 
en la normatividad en materia de construcción, 
la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles 
para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, es-
tableció en marzo de 2017 la obligación a cargo de 
los constructores de contratar una fianza para ese 
efecto. La aplicación de las fianzas corresponde a 
viviendas sujetas a régimen de propiedad en con-
dominio. El mecanismo de ejecución no es muy 
claro porque se genera ante tribunales de la Ciudad 
de México, a través de la Seduvi y el Instituto de la 
Vivienda (artículo 117 de la Ley de Vivienda). 

A pesar de que la fianza es una opción para ga-
rantizar la protección de derechos, de acuerdo con 
el artículo 117 de la Ley de Vivienda su ejecución 
no establece un plazo de prescripción para la au-
toridad ejecutora, no identifica la manera en que 
los funcionarios que intenten su ejecución deben 
acreditar su personalidad en juicio y, en represen-
tación del beneficiario de la fianza, tampoco esta-
blece si el propio beneficiario debe o puede com-
parecer a este procedimiento de ejecución y en qué 
momento. Lo anterior no otorga certeza jurídica y, 
por lo tanto, consideramos que el legislador debe 
corregir y ser más claro al momento de emitir las 
disposiciones legales.

reto de prevención y respuesta a contingencias de-
rivadas de los sismos. 

Como se ha establecido, esta responsabilidad 
resulta multidisciplinaria y es compartida con la 
sociedad en general, que interviene en el proceso 
de construcción y revisión de la seguridad de las 
obras.25 Por lo anterior, consideramos imprescin-
dible que las distintas autoridades continúen y au-
menten el trabajo conjunto con los colegios de pro-
fesionistas y académicos involucrados, los cuales 
cuentan con los conocimientos necesarios para en-
contrar soluciones ante las responsabilidades deri-
vadas de los sismos. Como ejemplo, vale la pena ci-
tar y valorar el trabajo del ingeniero Alejandro Rico 
Zepeda,26 el cual enriquece la clasificación del suelo 
de la Ciudad de México e identifica las zonas que ge-
neran un riesgo para determinadas construcciones, 
en función del número de pisos que las integran. De 
esta manera, es posible saber que hoy en día convie-
ne modificar el uso de suelo en ciertas zonas para 
elevar el grado de seguridad en las construcciones, 
de acuerdo con el número de niveles autorizados 
para construir, información que puede integrarse 
al nuevo plan de desarrollo de la Ciudad de México.

De acuerdo con los mapas que se incluyen en 
el trabajo del ingeniero Rico Zepeda, los cuales 
desafortunadamente para el lector sólo pueden 
ser consultados directamente en su libro, se pue-
de observar que existen construcciones en zonas 
clasificadas de alto riesgo, en las que contar con 
un menor o mayor número de niveles las hubiera 
excluido de ese riesgo.

Propietarios de un inmueble. El propietario o 
los edificadores de construcciones nuevas, tienen 
la responsabilidad de garantizar que la construcción 
cumpla con lo establecido en la licencia otorgada 
a su favor para realizar la construcción, además de 
que ésta no tenga defectos o vicios ocultos;27 de lo 
contrario, se genera responsabilidad civil directa 
en su contra. En estos casos deberán indemnizar a 
los afectados mediante la ejecución de una fianza 
que se haya acompañado o ingresado como requi-
sito de un régimen de propiedad en condominio 
constituido e inscrito en el Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio de la Ciudad de México.28

Asimismo, en caso de que una obra exceda los 
niveles o dimensiones permitidos, que su cons-
trucción provoque daños en el ambiente o que no 
cumpla con las medidas de mitigación, también de-
nominadas medidas de integración urbana, la ley 
establece mecanismos que facultan a la autoridad 
a ejecutar o cobrar la fianza a cargo del constructor, 
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Cuadro 1
Responsabilidades de las autoridades involucradas y sus auxiliares en la autorización de manifestaciones de construcción, 
la conformidad de obras terminadas y la verificación de su seguridad estructural

 Irregularidad Norma aplicable Consecuencias Autoridad que 
ejecuta

Responsabilidad 
administrativa

Autoridades actúan con error, dolo o 
mala fe en el acto materia de la la ac-
ción pública.

Artículo 168, fracción II, inciso d de 
la Ley Orgánica del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del Dis-
trito Federal y artículo 75 de la Ley 
de Responabilidades.

I. Amonestació n pú blica o privada; II. Suspensió n 
del empleo, cargo o comisió n; III. Destitució n de su 
empleo, cargo o comisió n, IV. Inhabilitació n tempo-
ral para desempeñ ar empleos, cargos o comisiones 
en el servicio pú blico y para participar en adquisi-
ciones, arrendamientos, servicios u obras pú blicas; 
V. La indemnizació n a la Hacienda Pú blica de la 
Ciudad de Mé xico por el dañ o o perjuicio causado. 
La secretarí a y los órganos internos de control po-
drá n imponer una o má s de las sanciones adminis-
trativas señ aladas en este artí culo, siempre y cuan-
do sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la 
trascendencia de la falta administrativa no grave. 
La suspensió n del empleo, cargo o comisió n que 
se imponga podrá ser de uno a treinta dí as natu-
rales. En caso de que se imponga como sanció n la 
inhabilitació n temporal, é sta no será menor de tres 
meses ni podrá exceder de un añ o.

Órgano de control 
In terno de cada 
autoridad.

Acción pública ejercida por las perso-
nas afectadas a consecuencia de una 
construcción irregular. Acción en con-
tra del constructor y las autoridades 
para fincar responsabilidades.

Artículo 31, fracciones XII y XIII, título 
XVI denominado de la Acción Públi-
ca; artículos 162, 163, 164, 165, 166, 
167, 168 y 169; artículo 120, fraccio-
nes X y XI del  de la Ley Orgánica del 
Tribunal de lo Contencioso Adminis-
trativo del Distrito Federal.

Se ordena la clausura, demolición o restitución 
de la obra en conflicto.

Tribunal Contencioso 
Administrativo de la 
Ciudad de México.

Se detectan infracciones al Reglamen-
to de Construcciones para el Distrito 
Federal por parte de los DRO o CSE, se 
inicia procedimiento de responsabili-
dad (norma suspendida).

Artículo 42 del Reglamento de Cons-
trucciones para el Distrito Federal, 
suspendido por publicación en la 
Gaceta Oficial de la Ciudad de Mé-
xico el 10 de noviembre de 2016 y 
transitorios a la reforma de dicho re-
glamento, publicados en la Gaceta 
Oficial el 17 de diciembre de 2017.

I. Amonestació n por escrito; II. Multa que podrá 
ser de 50 (sicser de 50 (sicser de 50 ( ) a 800 veces el valor de la Unidad sic) a 800 veces el valor de la Unidad sic
de Cuenta de la Ciudad de Mé xico vigente, la que 
podrá incrementarse al doble en los casos de 
reincidencia; III. Suspensió n temporal del regis-
tro de Director Responsable de Obra y/o Corres-
ponsable; IV. Cancelació n del registro del Director 
Responsable de Obra y/o Corresponsable; V. Sus-
pensió n, total o parcial; artículo 434 VI. Clausura, 
parcial o total; artículo 435 VII. Revocació n; VIII. 
Nulidad, y IX. Demolició n, parcial o total.

Seduvi.

El corresponsable no puede ser pro-
yectista de la estructura.

Artículo 39 del Reglamento de Cons-
trucciones para el Distrito Federal.

Se niega o se previene autorización de manifesta-
ción de construcción.

Delegación política.

El constructor ocasiona peligro inmi-
nente para la estabilidad o seguridad 
de la construcció n, obra o demolición 
que amenaza la vida o la integridad 
fí sica de las personas, puede causar 
dañ os a bienes pú blicos o pone en 
riesgo la prestació n de los servicios 
pú blicos urbanos, la movilidad y fun-
cionalidad de la ví a pú blica. La cons-
trucció n no se ajusta a las restriccio-
nes impuestas en el certificado ú nico 
de zonificació n de uso de suelo o cer-
tificado ú nico de zonificació n, y cual-
quier supuesto en la norma aplicable.

Artículo 248 del Reglamento de 
Construcciones para el Distrito Fe-
deral.

Clausura. Delegación política.

 Infracciones al Reglamento de Cons-
trucciones para el Distrito Federal por 
parte del DRO o el constructor.

Artículo 248 del Reglamento de 
Construcciones para el Distrito Fe-
deral.

I. Amonestació n por escrito; II. Multa que podrá  
ser de 50 (sic) a 800 veces el valor de la Unidad 
de Cuenta de la Ciudad de Mé xico vigente, la 
que podrá  incrementarse al doble en los casos 
de reincidencia; III. Suspensió n temporal del re-
gistro de Director Responsable de Obra y/o Co-
rresponsable; IV. Cancelació n del registro del Di-
rector Responsable de Obra y/o Corresponsable; 
V. Suspensió n, total o parcial; 434 VI. Clausura, 
parcial o total; 435 VII. Revocació n; VIII. Nulidad, 
y IX. Demolició n, parcial o total.

Delegación o Seduvi.

El DRO o el CSE no cumplen con los re-
quisitos necesarios para desempe-
ñarse como tales.

Artículo 33 del Reglamento de Cons-
trucciones para el Distrito Federal.

No puede ser DRO o CSE. Seduvi.
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Cuadro 1
Responsabilidades de las autoridades involucradas y sus auxiliares en la autorización de manifestaciones de construcción, 
la conformidad de obras terminadas y la verificación de su seguridad estructural

 Irregularidad Norma aplicable Consecuencias Autoridad que 
ejecuta

No se presenta estudio de mecánica 
de suelos.

Artículo 58, fracción I inciso h y 53, 
fracción I, inciso f del Reglamento 
de Construcciones para el Distrito 
Federal. Reformado el 17 de junio 
de 2016.

Se niega o se previene autorización de manifesta-
ción de construcción.

Delegación política.

Responsabilidad 
civil

Vicios en la construcción para vivienda 
no sujeta a régimen de propiedad en 
condominio.

Artículo 73 quárter de la Ley Federal 
de Protección al Consumidor.

Obligación de pagar daños y perjuicios generados 
por los vicios en la construcción. Cinco años para 
cuestiones estructurales y tres para lo restante.

Juez civil.

El Estado es responsable de los daños 
causados por sus servidores públicos.

Artículo 1927 del Código Civil para el 
Distrito Federal.

Indemnización a los afectados. Juez civil.

Vicios en la construcción e inconfor-
midad de la misma con relación a su 
manifestación de construcción, en-
contrados en construcciones suje-
tas a régimen de propiedad en con-
dominio. 

Artículo 9, fracción I bis, inciso f y 
artículo 26, fracción III bis de la Ley 
de Propiedad en Condominio de 
Inmuebles para el Distrito Federal, 
hoy Ciudad de México.

Ejecución de fianza para cobro de daños por vicios 
ocultos y costos de demolición, en caso de incon-
formidad de la obra con la manifestación de cons-
trucción.

Seduvi de manera ofi-
ciosa o a solicitud del 
afectado.

Incongruencia de la obra con relación 
a la manifestación de construcción.

Artículos 3, 70, 356, 339 y 340 del 
Reglamento de Construcciones del 
Distrito Federal.

Revocación de manifestación de construcción, 
clausura, demolición, multa.

Delegación política,  a 
con secuencia de visita 
de verificación seguida 
de procedimiento ad-
ministrativo.

Publicitación vecinal que involucra a 
vecinos en el registro de manifestacio-
nes de construcción.

Artículo 7, fracciones XVIII y XIX; ar-
tículo 8, fracciones III y IV y artícu-
los 94 bis, 94 ter y 94 quáter de la 
Ley de Desarrollo Urbano del Distri-
to Federal.

Se niega autorización de manifestación 
de construcción.

Delegación política.

Se realizan las obras o instalacio-
nes sin haber  manifestació n de 
construcció n o permiso y las obras 
o instalaciones no concuerden con 
el proyecto autorizado o el certifi-
cado de uso de suelo que corres-
ponda.

Artículo 253 del Reglamento de 
Construcciones para el Distrito Fe-
deral.

Multa equivalente al 10% del valor de las 
construcciones.

Delegación política.

El constructor ocasiona peligro in-
minente para la estabilidad o se-
guridad de la construcció n, obra o 
demolición que amenaza la vida o 
la integridad fí sica de las personas, 
puede causar dañ os a bienes pú bli-
cos o pone en riesgo la prestació n 
de los servicios pú blicos urbanos, la 
movilidad y funcionalidad de la ví a 
pú blica. La construcció n no se ajus-
ta a las restricciones impuestas en el 
certificado ú nico de zonificació n de 
uso de suelo o certificado ú nico de 
zonificació n, y cualquier supuesto 
en la norma aplicable.

Artículo 248 del Reglamento de 
Construcciones para el Distrito Fe-
deral. 

Clausura. Delegación política.

Responsabilidad 
penal

Construcción con materiales de menor 
calidad a los manifestados.

Artículo 231, fracción V del Código 
Penal para la Ciudad de México.

Privación de la libertad de cuatro meses a once 
años y de setenta a mil doscientos días de multas. 

Juez penal.

Venta de inmuebles en construcción 
sin permisos o manifestación de cons-
trucción autorizada.

Artículo 231, fracción XVI del Código 
Penal para la Ciudad de México.

Multa y prisión de cuatro meses a cuatro años para 
el DRO y el construtor. 

Juez penal.

El DRO o CSE permiten el desarrollo 
de una construcció n, de la que otor-
garon su responsiva sin apego a la 
licencia, la autorizació n, el permiso, 
el registro o la normativa vigente re-
lativa al desarrollo urbano.

Artículo 329 bis del Código Penal pa-
ra la Ciudad de México.

Cuatro a seis añ os seis meses de prisió n y de mil 
a diez mil dí as multa, así como suspensió n para 
desempeñ ar profesió n u oficio hasta por un pe-
riodo igual a la pena de prisió n impuesta. 

Juez penal.
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Sin embargo, la garantía para responder por vicios 
ocultos podría ser excesiva, pues tales vicios en una 
construcción pueden considerarse desde un con-
tacto de luz defectuoso, hasta problemas estruc-
turales significativos. Al respecto, consideramos 
que el legislador debe garantizar la cobertura de 
la garantía y limitar su alcance a los vicios ocultos 
de naturaleza estructural, para evitar la solicitud de 
algunos particulares que de mala fe pretenden ha-
cer valer la fianza por cuestiones menores que no 
forman parte de la protección social planteada por 
esta reforma. 

El segundo problema se genera por la falta de 
reglamento para definir la forma y los importes 
de las fianzas, así como su renovación, ya que las 
fianzas normalmente se emiten por importe y 
tiempo determinado. Sin embargo, de acuerdo con 
la reforma que se plantea, el importe de la fianza 
responde al valor del avalúo de la construcción, el 
cual va cambiando con el tiempo de acuerdo con 
las condiciones de mercado, por lo que no habría 
un valor de construcción determinado y fijo ni una 
vigencia de la fianza y su renovación para respon-
sabilizar de por vida al constructor, sus socios y 
herederos, por los probables vicios ocultos de la 
construcción. Esto nos puede llevar a un absurdo 
económico, en donde los constructores prefieran 
abandonar su actividad si el costo de garantizar y 
responder por los vicios ocultos en construcciones 
superara la utilidad obtenida en la obra en cues-
tión, lo cual claramente puede frenar a este sector 
económico de la ciudad.

A su vez, una opción para garantizar el compro-
miso y la obligación de los constructores de edifi-
car inmuebles seguros es suprimir o disminuir las 
fianzas para quienes se sometan a procesos más 
rigurosos de verificación de las construcciones 
y certificación, incluso internacional, para acre-
ditar la calidad de sus estructuras y construccio-
nes, de manera que existan mayores elementos 
para acreditar la seguridad de las estructuras. Lo 
anterior, con el objeto de que el legislador emita 
leyes con una cultura organizacional orientada a 
la prevención de riesgos y al menor costo, en vez 
de legislar para la corrección errores. Por otro la-
do, consideramos que si la responsabilidad del 
constructor trasciende a sus socios y herederos, 
el legislador responsabiliza a personas y afecta pa-
trimonios que no intervinieron en el proceso de 
construcción o se obligaron a responder, lo cual 
implica una contradicción a lo que establece la 
Constitución Federal sobre la prohibición de pe-
nas trascendentales.32 

A su vez, nos encontramos en espera de que el 
jefe de gobierno y la Asamblea Legislativa emitan 
el reglamento que defina los criterios reguladores 
de la emisión de las fianzas y el procedimiento para 
calcular el importe a garantizar en cada caso.30 Sobre 
este punto, a un año de los sismos que generaron 
la obligación a cargo de los constructores, que for-
man parte de la sociedad, de garantizar mediante 
fianza la conformidad de sus edificaciones y demás 
cuestiones, el día de hoy dicha obligación no puede 
ser exigible y cumplida, por la falta del reglamento 
que el jefe de gobierno de la Ciudad de México debe 
emitir o simplemente porque el Registro Público de 
la Propiedad y del Comercio de la Ciudad de México 
carece de la normatividad para cumplir ese requeri-
miento, lo cual genera un vacío en la ley.

Por otro lado, la normatividad de viviendas uni-
familiares se aparta de los requisitos anteriores y el 
constructor únicamente está obligado a responder 
por los vicios ocultos de la vivienda unifamiliar, 
por cinco años para temas estructurales y por tres 
años para impermeabilización; para los demás ele-
mentos, la garantía mínima es de un año.31

Respecto a la responsabilidad civil para garan-
tizar mediante fianza los daños y perjuicios por 
vicios ocultos de construcciones nuevas y confor-
midad de la obra nueva con la manifestación de 
construcción, la Ley de Propiedad en Condominio 
de Inmuebles del Distrito Federal establece que:

•	 Se obliga al solicitante a constituir fianza pa-
ra garantizar la construcción del proyecto y su 
conformidad.

•	 Se fijará el monto de la fianza con base en un 
avalúo comercial.

•	 En caso de que la obra requiera de dictamen de 
impacto urbano o autorización de impacto am-
biental, el monto de la fianza se incrementará 
en un 50% de la cantidad que resulte del avalúo 
comercial practicado.

•	 Establece la obligación solidaria a cargo del 
constructor, sus socios o herederos para res-
ponder por vicios ocultos o defectos.

•	 En caso de muerte del constructor o sus socios, 
la responsabilidad la asumirá su respectivo pa-
trimonio representado por el albacea corres-
pondiente, o en su caso, su heredero.

Uno de los problemas que podría generar esta refor-
ma afectaría directamente a los constructores, los 
cuales, como ya se ha mencionado, tienen la obli-
gación de cumplir los requisitos establecidos en 
la ley y así garantizar la seguridad de las personas. 
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ser favorable al demandante, ordenar las medidas 
necesarias para que las cosas vuelvan al estado 
anterior al que se encontraban antes de la cons-
trucción de la obra nueva, con el correspondiente 
pago de daños y perjuicios que al actor se le hu-
bieren generado.

Por lo anterior, se observa que ya existe un pro-
cedimiento que regula las afectaciones o posibles 
afectaciones entre una nueva construcción y el o 
los vecinos contiguos, el cual sujeta a las personas 
a un juicio en cumplimiento de las garantías mu-
tuas sobre daños y perjuicios; es decir, mientras la 
acción pública sólo obliga al constructor a garan-
tizar los daños, el artículo 19 del Código de Proce-
dimientos Civiles para el Distrito Federal obliga a 
ambas partes a garantizar los mismos, establecien-
do una relación equilibrada entre demandante y 
demandado. 

Las disposiciones legales que regulan la acción 
pública no sancionan a quien la intente infructuo-
samente o sin tener derecho a ella, por lo tanto, es-
timamos fundamental establecer que dicha fi gura 
debe utilizarse únicamente cuando exista plena 
certeza de que una construcción genera un peligro 
latente en contra de la sociedad. 

Por último, consideramos que la acción pública 
en lo concerniente a las obras existentes y que no 
son nuevas, resulta una excelente herramienta ju-
rídica y debe utilizarse; a continuación se explica 
por qué. El artículo 162 de la Ley Orgánica del Tribu-
nal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 
Federal, identifi ca a la acción pública como “el ins-
trumento jurídico por medio del cual el Tribunal, 
conoce de manera directa las situaciones fácticas 
o jurídicas contra los que se inconformen las per-
sonas físicas o morales que acrediten tener interés 
legítimo o los órganos de representación ciudada-
na, que se consideren afectados en su patrimonio 
o en su esfera jurídica, que incida directamente en 
la armonía de la comunidad del accionante, por 
construcciones”.

Por último, consideramos que la garantía me-
diante fi anza de vicios ocultos y conformidad de 
la construcción con su manifestación es estable-
cida por el legislador sin considerar que se asigna 
un derecho de particulares a la Secretaría de De-
sarrollo Urbano y Vivienda y al Instituto Nacional 
de Vivienda, para ejercer acciones encaminadas 
a ejecutar las referidas fi anzas. Sin embargo, no 
identifi ca las pruebas necesarias para tal efecto 
y cuáles son los derechos de defensa de los desa-
rrolladores, dentro de un procedimiento que ase-
gure los derechos de las personas que adquieran 
o enajenen una vivienda mediante el respectivo 
contrato de compraventa de inmueble, así como 
las sanciones para aquellos que intenten sin cau-
sa justifi cada, la ejecución de la referida fi anza.

La acción pÚblica. Es una fi gura jurídica creada 
para suspender una obra en proceso de construc-
ción y obtener su clausura, restitución o demoli-
ción, obteniendo la restitución del predio al estado 
anterior de la obra. Al respecto, estimamos que la 
reforma puede contraponerse al artículo 19 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, cuando establece el derecho de cualquier 
persona a solicitar a un juez civil la suspensión de 
la obra nueva que afecte su propiedad o posesiones, 
previa garantía mediante fi anza para responder por 
cualquier daño o perjuicio que la suspensión im-
plique al constructor. 

En este proceso, el constructor también puede 
expedir fi anza para continuar su obra durante el 
procedimiento judicial y garantizar cualquier da-
ño o perjuicio a su vecino o persona interesada. De 
acuerdo con lo establecido por la disposición cita-
da, cuando un vecino, entendido éste como quien 
vive en el predio contiguo, se sienta amenazado 
por una obra nueva, podrá acudir ante los tribu-
nales locales competentes en materia civil para 
solicitar la suspensión de la obra hasta que el jui-
cio se resuelva. La sentencia podrá, en caso de 

Es necesario separar de su cargo a los DRO 
que hayan participado en la autorización de 
remodelaciones o construcciones irregulares, 
como en el caso del Colegio Rébsamen.
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participado en la autorización de remodelaciones 
o construcciones irregulares, como en el caso del 
Colegio Rébsamen, con independencia de las san-
ciones civiles o penales correspondientes, pues es 
inminente y estrictamente necesario expulsar a los 
elementos auxiliares de la administración pública 
que incurran en actos que ameriten suspensión o 
inhabilitación para trabajar y de esta forma evitar 
que se repitan conductas irregulares.

La emisión de la “Ley para la Reconstrucción, 
Recuperación y Transformación de la Ciudad de 
México en una cada vez más resiliente” determina 
los apoyos administrativos y financieros a favor de 
las personas que requieren demoler y reconstruir 
sus propiedades o rehabilitarlas. A nuestra consi-
deración, la ley no consideró un aspecto funda-
mental para integrar la decisión de los afectados 
en la restitución de sus hogares: el requerir o con-
ducirlos a la obtención de un estudio financiero 
inmobiliario que permita calcular el costo de las 
reparaciones en comparación con el costo de de-
molición y reconstrucción, pues en algunos casos, 
en nuestra experiencia, resultaba financieramente 
viable demoler y reconstruir un edificio que podía 
ser rehabilitado o reparado, pues los apoyos guber-
namentales permiten incrementar 35% el área de 
construcción, con el objeto de comercializar ese 
incremento y con su venta costear la construcción 
del edificio nuevo, para contar con un mejor y más 
actual sistema constructivo que ofrezca mayor re-
sistencia y seguridad a sus propietarios, sin contar 
además que tendrá una mejor garantía por vicios 
ocultos. Lo anterior dependerá de diversos facto-
res como el tipo de suelo, los niveles permitidos e 
incentivos para elevar niveles, la capacidad eco-
nómica de los dueños, la capacidad para obtener 
financiamiento adicional a los apoyos otorgados 
por el gobierno y, sobre todo, si los dueños desean 
contar con construcciones más seguras.

Asimismo, la ley tampoco establece qué hacer 
cuando los propietarios de un edificio dañado y 
que puede ser reparado, soliciten su demolición y 
reconstrucción para contar con una vivienda más 
resistente y de mejor calidad, sin importar que es-
ta decisión implique un mayor gasto a los dueños 
y que estén dispuestos a cubrirlo. También pudi-
mos ver que la operación y aplicación de esta ley 
es lenta, porque los apoyos financieros para la re-
construcción o rehabilitación por departamento 
se autorizaron y publicaron en la  de la Ciudad de 
México hasta el 22 de junio de 2018.

Con todo lo anterior, podemos concluir que las 
responsabilidades por los daños causados por los 

Al respecto, el artículo anterior no hace una dis-
tinción al referirse a las construcciones, es decir, no 
especifica si éstas son nuevas, en proceso de cons-
trucción o ya terminadas, lo cual, al aplicar una in-
terpretación literal de la norma, puede implicar que 
todas las construcciones, sin importar sus caracte-
rísticas o temporalidad, pueden ser materia de la 
acción pública. Considerando lo anterior, vemos 
a la acción pública como un instrumento jurídi-
co que faculta a los ciudadanos para acudir ante 
la autoridad e inconformarse respecto de aquellas 
construcciones que han sido dañadas por el sismo 
del 19-S o anteriores, y que actualmente represen-
tan un riesgo para la sociedad. 

En este supuesto, la autoridad puede llamar al 
propietario y a las restantes autoridades para que 
se tomen cartas en el asunto respecto a los edificios 
dañados que están a punto del colapso y en los que 
no se atiende su reparación o demolición, o sim-
plemente la atención es defectuosa y requiere ser 
revisada. Actualmente no están garantizados los 
daños o perjuicios que puedan sufrir los vecinos 
como consecuencia de la simple existencia del edi-
ficio dañado por sismos.

Publicitación vecinal. La creación de la figura 
de publicitación vecinal tiene por objeto dar a co-
nocer a los vecinos los nuevos proyectos en mate-
ria de construcción, como requisito para autorizar 
una manifestación de construcción. Al respecto, 
se observa que esta medida evita acuerdos que no 
estén contemplados en la ley entre autoridades y 
constructores o vecinos, pues al concurrir en un 
nuevo lugar todos los participantes pueden realizar 
observaciones y oponerse con justa causa a cual-
quier anomalía, ante lo cual, de cumplirse con los 
requisitos correspondientes, la autoridad está obli-
gada a autorizar la manifestación de construcción. 
Al respecto, delegaciones como Miguel Hidalgo in-
cluso realizan la difusión y publicación de estos 
procesos a través de la plataforma de Periscope.33

Observaciones finales
Con relación a las reformas al Reglamento de Cons-
trucciones para el Distrito Federal, pudimos iden-
tificar el esfuerzo de la autoridad para evitar la 
corrupción y agilizar los procesos de verificación 
de las obras nuevas. No obstante, es preocupante 
no conocer las razones por las cuales se suspenden 
los procesos para fincar responsabilidad adminis-
trativa a los dro, sobre todo porque las experien-
cias sísmicas nos establecen claramente que es 
necesario separar de su cargo a los dro que hayan 
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sismos son de carácter general, porque intervienen 
las autoridades y auxiliares de éstas, así como los 
particulares, quienes en conjunto debemos mejo-
rar las condiciones actuales para prevenir y evitar 
daños en los próximos sismos. EP
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